
NO ES REQUISITOS DE LA LIQUIDACIÓN VOLUNTARIA, LA 

EXISTENCIA DE JUICIOS PENDIENTES  

 

La Excelentísima Corte Suprema conociendo de un recurso de 

casación en el fondo, señala que, en la liquidación voluntaria, la 

situación de insolvencia o cesación de pagos, no resulta 

amenazada por el hecho de no existir juicios pendientes. 

 

Se interpone recuro de casación en el fondo en contra de la sentencia de 

la Ilustrísima Corte de Apelaciones que confirmó la resolución del tribunal 

que rechazó la petición de declarar la liquidación de la actora. Sostiene 

que los jueces habrían incurrido en un error, toda vez que establecieron 

un requisito adicional no establecido por Ley, consistente en haber pasado 

previamente por un procedimiento concursal de reorganización por el 

hecho de no contar con juicios pendientes. 

 

Que, conociendo el fondo del asunto, se señala que la Ilustrísima Corte 

de Apelaciones rechazó la solicitud de liquidación voluntaria por infringir 

los presupuestos del artículo 115 de la Ley N° 20.720 toda vez que, en la 

especie, el litigio invocado por el solicitante se encuentra archivado y no 

notificado, por ende, no puede entenderse que existen juicios pendientes.  

 

La Excelentísima Corte Suprema señala que la liquidación concursal es un 

juicio y su ejercicio se manifiesta a través de la “demanda” que debe 

cumplir con los requisitos establecidos por Ley, constituyendo una 

verdadera demanda ejecutiva, no porque se esté ejecutando un crédito 

en forma directa, sino porque a través de ella se está instando por la 

apertura de un proceso necesario para que se puedan ejecutar lícitamente 

las obligaciones del deudor. 

 



El artículo 115 de la Ley Nº 20.720 establece los requisitos para que la 

empresa deudora pueda solicitar su liquidación voluntaria, debiendo 

acompañar determinados antecedentes. Que, tratándose de la liquidación 

voluntaria que nace por la petición del deudor, la doctrina ha entendido 

que la única causal genérica o referencial, será la convicción del deudor 

de encontrarse en estado de cesación de pagos insalvable.  

 

A su vez, agregan que la liquidación voluntaria, equivale a la declaración 

de quiebra, en el antiguo juicio de quiebra, donde únicamente se requería 

que este lo pidiera, sin invocar causal alguna, lo que resulta plenamente 

aplicable a la solicitud de liquidación voluntaria. 

 

Dado lo anterior, debe estarse a dicho criterio al momento de analizar las 

exigencias del articulo 115 anteriormente citado, en donde “la relación de 

juicios pendientes”, tiene por finalidad poner en conocimiento del tribunal 

y del liquidador el estado de sus negocios y de su situación de activos y 

pasivos, sin embargo, este no es requisito de procedencia, ya que cuando 

el legislador así lo ha exigido, lo ha señalado de forma expresa. Es por 

ello, que se acoge el recurso de casación de fondo deducido y se invalida 

y reemplaza la sentencia.   

 

  



CORTE SUPREMA, Rol Nº 20.607-2018. 

_________________________________________________________ 

Santiago, once de julio de dos mil diecinueve.  

VISTO: 

 

En autos Rol N° C-34428-2017 seguidos ante el 17° Juzgado Civil de 

Santiago, procedimiento concursal sobre liquidación voluntaria, 

caratulados “Lorena Magali Echeverría Aravena EIRL.”, la solicitante 

recurre de casación en el fondo en contra de la sentencia de trece de julio 

de dos mil dieciocho, dictada por la Corte de Apelaciones de esta ciudad, 

que confirmó la resolución de primer grado de dieciocho de diciembre de 

dos mil diecisiete, que no hizo lugar a la petición de declarar su 

liquidación. 

CONSIDERANDO: 

 

 

PRIMERO: Que en su recurso de nulidad sustancial la recurrente sostiene 

que los jueces del fondo incurrieron en un error de derecho por 

vulneración de los artículos 115 y 116 de la Ley N° 20.720, al rechazar la 

solicitud de liquidación voluntaria interpuesta en autos. 

 

Señala que en su presentación se cumplieron todos los requisitos 

estatuidos por la Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y 

Personas, particularmente con la exigencia del numeral 3° del artículo 

115 de la Ley 20.720, esto es, la “Relación de juicios pendientes”.  

 

Sin embargo, arguye que los jueces yerran al verificar por un lado la 

existencia efectiva de juicios con contenido patrimonial y, por el otro, 

establecer un requisito adicional no comprendido en la ley, consistente en 



haber pasado previamente por un procedimiento concursal de 

reorganización por el hecho de no contar con juicios pendientes. 

 

Concluye recalcando que el rechazo de la solicitud de su parte vulnera no 

sólo el derecho que le asiste para someterse a un procedimiento 

concursal, sino que además atenta contra el propio espíritu de la Ley N° 

20.720 que no es otro que dar una salida viable a personas y empresas 

que se encuentran en situación de insolvencia actual o inminente. 

 

SEGUNDO: Que para un adecuado entendimiento y resolución del asunto 

planteado por el recurso, es necesario tener presente los siguientes 

antecedentes: 

 

1.- Con fecha 27 de noviembre de 2017 Berta Pilar Castro Zelada, en 

representación de la empresa Lorena Magali Echeverría Aravena, solicitó 

su liquidación voluntaria, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 

115 y siguientes de la Ley N°20.720. Indica que su representada se 

encuentra en una situación de insolvencia que no le ha permitido cumplir 

sus obligaciones, lo que impide obtener algún tipo de financiamiento con 

el fin de suscribir un convenio con su principal acreedor, la Tesorería 

General de la República. 

 

Adjunta a su solicitud: a) listado de bienes; b) relación de juicios 

pendientes, c) estado de deudas, d) nómina de trabajadores y e) último 

balance. 

 

2.- El tribunal mediante resolución de 18 de diciembre del mismo año, 

por estimar que no se cumple en la especie con el requisito previsto en el 

numeral 3 del artículo 115 de la Ley N°20.720, no hizo lugar a la petición 



de declarar la liquidación voluntaria de Lorena Magali Echeverría Aravena 

EIRL. 

 

3.- En contra de dicha resolución la solicitante dedujo recurso de 

reposición con apelación en subsidio. 

 

4.- La reposición fue desechada y conociendo del recurso de apelación, el 

tribunal de alzada confirmó la resolución de primera instancia. 

 

 

 

TERCERO: Que la sentencia impugnada confirmó sin otros fundamentos 

el fallo de primer grado que no hizo lugar a la solicitud formulada por 

Berta Pilar Castro Zelada, en representación de Lorena Magali Echeverría 

Aravena EIRL., por estimar que “para la procedencia de esta gestión el 

deudor debe cumplir con los presupuestos del artículo 115 de la Ley N° 

20.720, presupuestos que de forma imperativa constituyen requisitos de 

admisibilidad de la solicitud de liquidación voluntaria de los bienes de la 

empresa deudora”. 

 

Añade que “el numeral 3 del artículo 115 de la Ley del ramo, señala como 

obligación del deudor al solicitar el procedimiento de liquidación 

voluntaria, hacer una “Relación de sus juicios pendientes”. En tal sentido 

concluye que “en la especie, encontrándose archivada y no notificada, 

respectivamente, los litigios invocados por la solicitante, no puede darse 

por  

satisfecho el requisito aludido anteriormente”. 

 

 



 

CUARTO: Que resulta útil señalar que la liquidación concursal constituye 

un procedimiento judicial cuya finalidad es liquidar de un modo rápido y 

eficiente los bienes de una persona natural o jurídica para pagar con dicho 

producto sus acreencias. La liquidación es forzada cuando es solicitada 

por un acreedor; por el contrario, es voluntaria cuando es el propio deudor 

o empresa deudora quien solicita su declaración. Así lo señala el artículo 

2° de la Ley 20.720, en su numeral 18, al prescribir que la liquidación 

voluntaria es: “aquella solicitada por el Deudor, conforme al Párrafo 1 del 

Título 1 del Capítulo IV de esta ley”. 

 

El sustrato fáctico de esta acción concursal lo instituye la cesación de 

pagos, esto es, aquel estado patrimonial que impide al deudor cubrir 

oportuna e íntegramente sus compromisos.  

Constituye una verdadera auto denuncia del estado de insolvencia del 

deudor en interés  

general de los acreedores, para evitar los cobros individuales y forzar los 

colectivos en el concurso. 

 

 

Por otra parte y correspondiendo la liquidación concursal a un juicio, su 

ejercicio debe manifestarse a través del acto jurídico procesal de 

demanda, el que debe cumplir los requisitos que la ley prescribe para 

estos efectos y considerando que ésta persigue la liquidación del 

patrimonio del deudor, se concluye que se trata de una verdadera 

demanda ejecutiva, no porque se esté ejecutando un crédito en forma 

directa, sino porque a través de ella se está instando por la apertura de 

un proceso necesario para que se puedan ejecutar lícitamente las 

obligaciones del deudor. 



 

Dicha demanda no tiene como fundamento un título sino un hecho, el que 

será “sumaria y presuntivamente acreditado por las causales o hechos 

reveladores”, de los cuales el juez debe cerciorarse al resolver sobre la 

misma. (Juan Esteban Puga Vial. Derecho Concursal. Del Procedimiento 

Concursal de Liquidación. Ley N°20.720. Cuarta Edición. Editorial Jurídica 

de Chile. Año 2014. Págs. 272 y 273). 

 

De modo que esta demanda de liquidación voluntaria debe cumplir con 

los requisitos del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil (salvo la 

exigencia de individualización de los demandados, que la ley suple con el 

acompañamiento de un listado de todas las obligaciones del deudor, con 

la indicación de sus acreedores) y los propios que estatuye la Ley 20.720, 

para la procedencia de dicha acción. 

 

QUINTO: Que dentro del ámbito de aplicación y requisitos de la institución 

en estudio, la citada ley establece en su artículo 115 que la empresa 

deudora podrá solicitar ante el juzgado de letras competente su 

liquidación voluntaria, acompañando los siguientes antecedentes, con 

copia: 1) lista de sus bienes, lugar en que se encuentran y los gravámenes 

que les afectan; 2) lista de los bienes legalmente excluidos de la 

liquidación; 3) relación de sus juicios pendientes; 4) estado de deudas, 

con nombre, domicilio y datos de contacto de los acreedores, así como la 

naturaleza de sus créditos; 5) nómina de los trabajadores, cualquiera sea 

su situación contractual, con indicación de las prestaciones laborales y 

previsionales adeudadas y fueros en su caso; y 6) si el deudor llevare 

contabilidad completa presentará, además, su último balance. 

 

Por su parte, el artículo 116 del referido cuerpo legal, en cuanto a la 

tramitación de la liquidación, señala que: “el tribunal competente revisará 



la presentación del Deudor y, si cumple con los requisitos señalados en el 

artículo anterior, procederá dentro de tercero día de conformidad a lo 

dispuesto en los artículos 37 y 129, aplicándose lo establecido en el título 

4 de este Título.”  

 

 

SEXTO: Que tratándose de la liquidación voluntaria la relación procesal 

nace con la sola petición del deudor, “caso en el cual el tribunal del 

concurso está obligado a dictar sentencia sin más trámite” (obra y autor 

citado. Pág.295). A este respecto, los autores Nelson Contador Rosales y 

Cristián Palacios Vergara, refiriéndose a las causales de la liquidación 

voluntaria, expresan que la descripción legal depende exclusivamente de 

la voluntad de la empresa deudora, de modo que la única causal sería 

meramente referencial o genérica y consistiría en la convicción del deudor 

de encontrarse en un estado de cesación de pagos que estima insalvable, 

de manera que considera procedente someterse a un régimen universal 

de liquidación de sus bienes para el pago ordenado de sus deudas. 

(Autores citados, en su obra “Procedimientos Concursales. Ley de 

Insolvencia y Reemprendimiento. Ley N°20.720. Editorial Thomson 

Reuters. Año 2015. La Ley. Pág. 141). 

 

SÉPTIMO: Que la liquidación voluntaria equivale a la solicitud de la 

declaración de la propia quiebra del deudor en el antiguo juicio de 

quiebras, para lo cual bastaba que éste lo pidiera. Bajo su vigencia no era 

necesario que invocara alguna de las causales que la hacían procedente, 

bastando que la pidiera para que se entienda que padece de un estado de 

cesación de pagos. “La petición de quiebra por el propio deudor constituye 

un hecho revelador de su estado patrimonial crítico, es una confesión 

expresa y judicial de cesación de pagos”. (Ricardo Sandoval López 



“Manual de Derecho Comercial. Tomo III. Santiago, Editorial Jurídica de 

Chile. Año 1992. Pág. 104). 

 

Lo expuesto resulta plenamente aplicable a la solicitud de liquidación 

voluntaria, en cuanto debe ser considerada como una manifestación o 

reconocimiento del estado de insolvencia que lleva a iniciar un 

procedimiento de ejecución universal, precisamente por estimarse que 

dicha situación no es superable. En efecto, se ha dicho que: “El 

conocimiento acerca del mal estado de los negocios propios descansa, por 

cierto, en el mismo sujeto que opera en el mercado. De hecho nadie 

conoce mejor la realidad financiera personal que la propia Empresa 

Deudora”. (Nelson Contador Rosales y Cristián Palacios Vergara, en su 

obra citada. Pág. 143). 

 

 

OCTAVO: Que tal criterio no puede estar ausente al momento de analizar 

las exigencias que establece la disposición legal antes citada y en especial 

la que motiva la discusión, esto es, la prevista en su numeral 3) de 

acompañar la empresa deudora una “relación de sus juicios pendientes”. 

Este requisito está dispuesto precisamente en razón de la necesidad de 

poner en conocimiento del tribunal y del liquidador el estado de sus 

negocios y de su situación de activos y pasivos, ámbito en el cual resulta 

relevante la existencia de procesos judiciales que pudieran estar 

llevándose en su contra. 

Sin embargo, tal exigencia no se traduce en la necesidad de que 

efectivamente éstos existan o se encuentren vigentes, como si se tratara 

de un presupuesto de procedencia del instituto de la liquidación 

voluntaria. Cabe destacar que cuando el legislador ha contemplado la 

necesidad de que existan juicios pendientes lo ha manifestado en forma 



expresa, como ocurre en el caso de la liquidación forzosa (artículo 117 N° 

2 de la Ley N° 20.720). 

 

 

NOVENO: Que de lo expuesto es posible afirmar que el sustrato ideológico 

y fáctico de las acciones concursales y en particular, de la liquidación 

voluntaria, esto es, la situación de insolvencia o cesación de pagos, no 

resulta amenazada por el hecho de no existir juicios pendientes, desde 

que tal presupuesto puede comprobarse por el cumplimiento de los demás 

requisitos exigidos por la ley, como ocurrió en la especie con los 

antecedentes que la empresa deudora adjuntó a su petición, con los que 

a prima facie justifica así su reconocimiento de insolvencia y situación de 

incumplimiento. 

 

DÉCIMO: Que lo señalado en los motivos que anteceden deja en evidencia 

la incorrecta interpretación y aplicación que los sentenciadores han hecho 

de las normas denunciadas como infringidas, yerros que han influido 

sustancialmente en lo dispositivo del fallo impugnado, ya que 

determinaron que se rechazara la solicitud formulada en autos de declarar 

la liquidación voluntaria de la empresa deudora por un motivo no 

autorizado por la ley. 

 

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo que disponen 

los artículos 764, 767,785, y 805 del Código de Procedimiento Civil, se 

acoge el recurso de casación de fondo deducido por la abogada Berta Pilar 

Castro Zelada, en representación de la solicitante, en contra de la 

sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago de fecha de trece de 

julio de dos mil dieciocho, la que se invalida y reemplaza por la que se 

dicta a continuación, separadamente y sin nueva vista. 



 

Regístrese. 

 

Redacción a cargo del Ministro señor Guillermo Silva G. 

 

Rol Nº 20.607-2018. 

 

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema, por los Ministros, 

Sr. Héctor Carreño S., Sr. Guillermo Silva G., Sra. Rosa Egnem S., Sr. 

Juan Eduardo Fuentes B. y Abogado Integrante Sr. Daniel Peñailillo A. 

No firma el Ministro Sr. Carreño, no obstante haber concurrido a la vista 

del recurso y acuerdo del fallo, por haber cesado en sus funciones. 

En Santiago, a once de julio de dos mil diecinueve, se incluyó en el Estado 

Diario la resolución precedente. 

 

Sentencia de reemplazo 

 

Santiago, once de julio de dos mil diecinueve. 

 

En cumplimiento a lo resuelto y atendido lo dispuesto en el artículo 785 

del Código de Procedimiento Civil, se procede a dictar la sentencia de 

reemplazo que corresponde conforme a la ley. 

 

Resolviendo la presentación de 27 de noviembre de 2017: A lo principal: 

estese a lo que se resolverá. Al primer y segundo otrosíes: por 

acompañados con citación. Al tercer otrosí: téngase presente. 

 

VISTO Y TENIENDO PRESENTE: 



 

PRIMERO: Que en autos comparece Berta Pilar Castro Zelada, abogada, 

en representación de Lorena Magali Echeverría Aravena E.I.R.L, ambos 

con domicilio en calle Jorge Hirmas N° 2560, comuna de Renca, ciudad 

de Santiago, solicitando se declare la liquidación voluntaria de su 

representada. Explica que la solicitante se encuentra en una situación de 

cesación de pagos generalizada, sin poder atender a ninguno de sus 

compromisos adquiridos, encontrándose sin movimiento y en una 

situación de insolvencia. 

 

SEGUNDO: Que de los documentos acompañados se desprende que la 

solicitante constituye una empresa deudora, en los términos establecidos 

en el artículo 2 numeral 13) de la Ley 20.720.  

 

TERCERO: Que la empresa deudora solicitante ha dado cumplimiento a lo 

establecido en el artículo 115 de la Ley 20.720, acompañando los 

antecedentes allí exigidos, así como sus copias, los que se detallan en el 

primer y segundo otrosí de la presentación que contiene la solicitud de 

liquidación. 

 

CUARTO: Que la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento 

acompañó al proceso Certificado de Nominación de Liquidador Titular y 

Suplente para el Procedimiento Concursal de Liquidación Voluntaria de la 

empresa solicitante.  

 

QUINTO: Que, conforme a lo previamente reseñado, se concluye que la 

solicitante ha dado cumplimiento a los requisitos señalados en los 

artículos 37 y 115 de la Ley 20.720, los cuales le habilitan para requerir 

voluntariamente su liquidación. 

 



 

Por las consideraciones expuestas y de conformidad a lo dispuesto en la 

Ley 20.720, se resuelve:  

I.- Que se decreta la Liquidación como empresa deudora de Lorena Magali 

Echeverría Aravena E.I.R.L., domiciliada en calle Jorge Hirmas N° 2560, 

comuna de Renca, ciudad de Santiago.  

 

Cúmplase en el uso de la razón social de la empresa deudora con lo 

dispuesto en el artículo 162 de la Ley 20.720, precedida por la firma del 

Liquidador y demás habilitados, agregando la frase final “en 

Procedimiento Concursal de Liquidación”. 

 

II.- Que conforme a lo consignado en el Certificado de Nominación emitido 

por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, con fecha 

28 de abril de 2017, se designan provisionalmente como Liquidador 

Titular a Ximena Vera Barrientos, domiciliada en Agustinas N° 1442, 

Of.402-A, Santiago, teléfono 226501288, correo electrónico 

xvera@verabarrientos.cl y como Liquidador Suplente a Mariclara González 

Lozano, domiciliada en Avda. El Golf N°40, oficina 603, Las Condes, 

Santiago, teléfono 224416325, correo electrónico 

mgonzalezlozano@gmail.com. 

 

Proceda el Liquidador antes designado a efectuar la incautación de todos 

los bienes del deudor, sus libros y documentos bajo inventario, para lo 

cual se concede el auxilio de la fuerza pública, el que le será prestado por 

el Jefe de la Unidad de Carabineros de Chile que corresponda, con la sola 

exhibición de la copia autorizada de la presente resolución.  

 

III.- Comuníquese por oficios a la empresa de Correos de Chile y a Télex 

Chile que a contar de esta fecha deberá poner a disposición de la 

about:blank


Liquidadora designada la correspondencia y despachos telegráficos 

dirigidos al fallido. 

 

IV.- Acumúlense a este procedimiento de liquidación todos los juicios 

contra la empresa deudora antes individualizada que estuvieren 

pendientes ante otros Tribunales de cualquiera jurisdicción y que puedan 

afectar sus bienes, salvo las excepciones legales.  

 

V.- Adviértase al público que no debe pagar ni entregar mercaderías a la 

empresa deudora, bajo pena de nulidad de los pagos y entregas y que 

aquellas personas que tengan bienes o documentos que le pertenezcan 

deberá ponerlos a disposición de la Liquidadora, dentro de tercero día.  

 

VI.- Se hace saber a todos los acreedores residentes en el territorio de la 

República que tienen el plazo de treinta días, contados desde la 

publicación de la presente resolución en el Boletín Concursal, para que se 

presenten con los documentos justificativos de sus créditos, bajo 

apercibimiento de ser afectados por los resultados del juicio, sin nueva 

citación. 

 

La misma noticia deberá notificarse por el medio más expedito posible a 

todos los acreedores que se encuentren fuera del territorio de la 

República. 

 

VII.- Inscríbase esta resolución en el Registro de Interdicciones y 

Prohibición de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces, 

correspondientes a cada uno de los inmuebles pertenecientes a la 

empresa deudora y al margen de la inscripción social de la empresa 

deudora en el Registro de Comercio. 

 



Para la celebración de la primera Junta de Acreedores se fija la audiencia 

del trigésimo segundo día contado desde la publicación de la presente 

resolución en el Boletín Concursal, a las 10:00 horas, en la Sala de 

Audiencias del Décimo Séptimo Juzgado Civil de Santiago, ubicado en 

calle Huérfanos N º 1409, Santiago. Para los efectos de la audiencia del 

artículo 190 de la Ley N° 20.720, 

aplicable por remisión del artículo 277 de la referida ley, se fija el día hábil 

inmediatamente anterior, que no sea sábado, a las 10:00 horas, en la 

Sala de Audiencias del Tribunal. 

 

Notifíquese esta resolución en el Boletín Concursal en la forma señalada 

en el inciso final del artículo 129 de la ley, en la oportunidad previamente 

referida. 

El liquidador deberá dejar constancia por escrito en el expediente de la 

publicación en el Boletín Concursal, el mismo día que ésta se practique, 

sin perjuicio de informar al tribunal a quo. 

 

Notifíquese. 

 

Regístrese y devuélvase,  vía interconexión. 

Redacción a cargo del Ministro señor Guillermo Silva G. 

Rol Nº 20.607-2018.- 

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema, por los Ministros, 

Sr. Héctor Carreño S., Sr. Guillermo Silva G., Sra. Rosa Egnem S., Sr. 

Juan Eduardo Fuentes B. y Abogado Integrante Sr. Daniel Peñailillo A.  No 

firma el Ministro Sr. Carreño, no obstante haber concurrido a la vista del 

recurso y acuerdo del fallo, por haber cesado en sus funciones.  


